PROYECTO DE LEY


El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de:
LEY

Artículo 1º:  Derógase la Ley Nº 13.574.-                 

Artículo 2º: De forma.-

FUNDAMENTOS 

          La sanción de una ley debe tener como objetivo mejorar la calidad de vida de los habitantes de la Provincia de Buenos Aires, respetando y haciendo cumplir los derechos fundamentales de los que dichos habitantes gozan de acuerdo a la Constitución Provincial.
          Una ley no puede ir en contra de lo señalado en la Constitución o en otras leyes, ni puede tener como objetivo reemplazar leyes fundamentales, y por lo tanto, obstaculizar su cumplimiento.

          En este sentido, creemos que la ley Nº 13574 no garantiza el derecho fundamental de todos los habitantes de la Provincia de Buenos Aires (en este caso los niños menores de 45 días a 5 años), de acceder a una Educación de calidad, gratuita y garantizada por el Estado Provincial, y su puesta en vigencia impide o dilata peligrosamente la reglamentación y concreción de los jardines maternales oficiales, tal cual está previsto en el art. 4, inc. a, de la ley Nº 11.612.
          La sanción de la presente ley ha generado un clima de incertidumbre y seria preocupación en miles de docentes de la Provincia de Buenos Aires que integran el Nivel Inicial.
          La ley Nº 11612 de Educación de la Provincia de Buenos Aires establece como estructura del Sistema Educativo en Educación Inicial la prestación del servicio a través de Jardines Maternales para niños de 45 días a 3 años, y Jardines de Infantes para niños de 3 a 5 años.
          Hoy, todavía en la Provincia no hay una ley que regule a estos jardines dependientes del Estado, a pesar de que ha habido gran cantidad de proyectos. De esta forma el Estado se corre de su función central planteada en la ley: de garantizar y regular los jardines maternales de la Provincia de Buenos Aires, pero al mismo tiempo se le transfiere por ley esa responsabilidad -como un sistema alternativo-, a un grupo de madres cuidadoras de organizaciones sociales que nos merecen el mayor de los respetos, reemplazando la función del Estado.
         Los fundamentos de la ley cuya derogación estamos solicitando son claras con respecto a  la función estrictamente social de estas organizaciones:


“Las mujeres fueron las ejecutoras de numerosos planes sociales, que han tenido como beneficiarios a otros grupos familiares y a niños………,ejercieron un “maternaje social”…………..,destacándose los roles de cuidado y contención de niños y adolescentes de madres “ocupadas” en el ámbito de la economía periférica o social……….Este proyecto pretende incluir, dar reconocimiento y cualificar aquellos servicios de promoción de la niñez que tácticamente actúan en el marco de la economía social y solidaria (comedores, merenderos, madres cuidadoras, clubes de niños , etc).”
        Es necesario destacar el contexto en el que hoy se ha aprobado la ley cuya derogación estamos solicitando: una provincia de Buenos Aires con miles de niños de 5 años que hoy no concurren al jardín de infantes por falta de jardines y de vacantes, a pesar de que por ley es obligatorio.
        Es fundamental entonces la obligatoriedad de los tres años del Jardín de Infantes porque éste es integral y no se puede fragmentar. Si el Estado sólo garantiza a medias la obligatoriedad de la sala de 5 años deja abierta la puerta para que muchísimos niños de 3 y 4 años no concurran, o se hagan cargo de ellos instituciones respetables pero cuyos objetivos son solidarios o asistenciales y no educativos. Se plantean así, líneas de largada totalmente diferentes.
       El sistema educativo debe tender a la igualdad de oportunidades y para ello debe plantearse que la misma se concrete en la medida en que se establezcan líneas de largada similares: niños de 3, 4 y 5 años que concurran a instituciones educativas oficiales incluidas en la rama inicial del Sistema Educativo Formal.
          En este sentido, el Estado está ausente, muchísimo más si hablamos de Jardines Maternales y no garantiza la igualdad de oportunidades.
          Esta política ausente del Estado, frente a la demanda de educación para los niños del nivel inicial, favoreció la aparición de experiencias comunitarias con “madres cuidadoras” como formas solidarias pero no estrictamente educativas para paliar dicho abandono.
           Se han sucedido también los traspasos de jardines municipales a la órbita provincial pero dependiendo de la DIPREGEP, o sea  “el dueño” es el Municipio.
            La ley Nº 13.574 coloca en igual jerarquía a los jardines de infantes y maternales de gestión privada y estatal, salas de juego, propuestas de organizaciones sociales y toda alternativa dedicada al cuidado y protección de la primera infancia.
                  En  una provincia como la de Buenos Aires, con alto grado de fragmentación y heterogeneidad social, cultural y económica, hablar de Educación Popular implica que todos los niños/as, desde los 45 días tengan acceso a la educación formal, a los contenidos socialmente validados, con docentes críticos y altamente capacitados.
            Nuestro país ha sido vanguardia en los planteos vinculados a la estimulación y enseñanza desde los primeros meses de vida. La ley Nº 13.574 está  modificando este concepto hacia el término “cuidado”.
            El Estado Provincial debe responsabilizarse no sólo del “cuidado”, sino de los criterios pedagógicos para todos los niños de 45 días a 5 años de edad, dentro del marco de la Educación Formal, pero no con la creación de un nuevo organismo como marca la ley Nº 13.574, sino bajo los criterios establecidos por la Rama de Educación Inicial de la DGCE. No es correcto el camino inverso, tanto los jardines maternales como de infantes, que hoy se encuentran comprendidos dentro de la Rama de Educación Inicial no deben ser “monitoreados y evaluados” (Art. 3, Inc. 5), por el “Consejo Coordinador de las Organizaciones para el Cuidado Integral de Niños y Niñas”.
            Todas las tareas pedagógicas que se realizan en los Jardines de Infantes y Maternales deben estar en manos de docentes especializados, egresados de Institutos Superiores o Universidades de Formación Docentes, y designados de acuerdo a lo pautado en el Estatuto del Docente.
             Creemos que el reconocimiento a los integrantes de organizaciones sociales pasa porque todo trabajador desocupado tenga derecho a educación y trabajo genuino y no puede limitarse a legitimar la precarización laboral.

             Por todo lo anteriormente expuesto, sostenemos la necesidad de derogación de la ley Nº 13.574, que lejos de solucionar los problemas de acceso a una educación de calidad para los niños de 45 días a 5 años de la Provincia de Buenos Aires, llevaría a intentar reemplazar la responsabilidad del Estado transfiriendo esa responsabilidad a organizaciones sociales. Estas deben cumplir, en todo caso, una importante función de complementariedad, en la medida que el Estado garantice el servicio básico elemental de una educación para todos.
             Dicha derogación debe ser acompañada por fuertes medidas del Gobierno Provincial, para garantizar la obligatoriedad de las tres salas del Jardín de Infantes, la modificación de la ley Nº 11.612 en este sentido, la creación amplia de Jardines Maternales, dentro de la responsabilidad de la Rama Inicial de la DGCE, con control y supervisión de autoridades educativas, la formación y capacitación docente en ámbitos de la Educación Superior, y el respeto irrestricto por las normas que establece el Estatuto del Docente en la designación de docentes para la Rama Inicial.

